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CAPÍTULO II 
Participación ciudadana 

 
Artículo 3º—Participación ciudadana. El derecho a la participación ciudadana en la 
lucha contra la corrupción, se fundamenta en el libre acceso a la información, en la 
educación, en la organización y en el poder ciudadano de denuncia. 
 
Artículo 4º—Deber de fomento. El Estado y demás entes y empresas públicas 
deberán fomentar la educación, la organización y el poder de denuncia ciudadana en 
el combate y el control de la corrupción. 
 
Artículo 5º—Libre acceso a la información. Es de interés público la información 
relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la 
administración, la inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información 
necesaria para asegurar la efectividad de la Ley con relación a hechos y conductas de 
los funcionarios públicos. 
 
Artículo 6º—Información veraz, completa y oportuna. El Estado y demás entes y 
empresas públicas deberán organizar la información sobre el ingreso, la 
presupuestación, la custodia, la fiscalización, la administración, la inversión y el gasto 
de los fondos públicos, de modo que se sistematice a fin de que se facilite su acceso a 
la ciudadanía en forma amplia y transparente, para lo cual las estadísticas que se 
generen deberán considerar dichas necesidades. 
 
Artículo 7º—Limitaciones al acceso a la información. La gestión de un ciudadano 
para acceder a la información referida en el artículo 5º anterior, podrá ser rechazada 
cuando pueda afectar la estrategia de mercadeo y crecimiento de las entidades y 
empresas públicas que presten servicios en régimen de competencia, cuando se trate 
de secretos comerciales, industriales o técnicos propiedad de terceros o del Estado. 
Asimismo, no se revelará información cuyo conocimiento pueda lesionar el derecho a 
la intimidad de los funcionarios públicos o el principio de igualdad entre oferentes 
tratándose de una contratación administrativa, así como cuando la Ley determine que 
la información es confidencial. 
 

CAPÍTULO III 
Poder ciudadano de denuncia 

 
SECCIÓN PRIMERA 

Derecho de denunciar 
 
Artículo 8º—Derecho de denunciar. Los ciudadanos tienen el derecho a denunciar 
los presuntos actos de corrupción. Esta denuncia podrá presentarse en forma escrita, 
verbal o por cualquier otro medio antes las autoridades contempladas por la Ley y el 
presente Reglamento. 
 
Artículo 9º—Deber de denunciar. Los funcionarios públicos tienen el deber de 
denunciar ante las autoridades competentes los actos presuntamente corruptos que se 
produzcan en la función pública, de los que tengan conocimiento. 
 



Artículo 10.—Garantía de confidencialidad. Una vez interpuesta la denuncia, así 
como durante y luego de concluido el proceso de investigación, el denunciante tendrá 
derecho a que su identidad sea protegida en todo 
momento. No obstante, las autoridades judiciales y quienes se encuentren legitimados 
podrán solicitar la información pertinente, ante la posible existencia de un delito contra 
el honor de la persona denunciada. 
 
Artículo 11.—Presentación de las denuncias. Las denuncias ciudadanas por 
supuestos previstos en la Ley y demás normativas conexas, podrán presentarse ante 
la Administración y la Contraloría General. 
El órgano competente examinará, dentro de un plazo razonable, la admisibilidad de la 
denuncia, dictando el acto respectivo, el cual deberá ser comunicado al denunciante 
que hubiera señalado lugar para oír notificaciones, rechazándola o admitiéndola. 
Las denuncias presentadas deberán ser registradas de tal manera que el ciudadano y 
la Administración puedan identificarlas y darles seguimiento con facilidad y 
oportunidad. 
 
Artículo 12.—Formas de presentación. Las denuncias podrán presentarse en forma 
escrita o por cualquier otro medio y, excepcionalmente, de manera verbal cuando las 
circunstancias así lo exijan. 
 
Artículo 13.—Denuncias anónimas. No se dará trámite a las denuncias que sean 
presentadas en forma anónima. En casos excepcionales podrá abrirse de oficio una 
investigación preliminar, cuando con ésta se reciban elementos de prueba que den 
mérito para ello. En caso contrario, la autoridad respectiva dispondrá su archivo sin 
más trámite. 
 
Artículo 14.—Parámetros para el conocimiento de denuncias. 
Las Autoridades que de conformidad con la Ley reciben denuncias de personas físicas 
o jurídicas públicas o privadas, establecerán los parámetros específicos, tales como el 
costo, la complejidad y el impacto, para tramitar o desestimar las denuncias que 
reciba, los cuales resultarán igualmente aplicables a todas las auditorías internas y en 
general, a cualquier trámite de denuncias que se realice en el sector público respecto 
de lo cual este Reglamento pueda resultar omiso o inexacto. 
 
Artículo 15.—Celeridad y responsabilidad sobre la tramitación de las denuncias. 
Las denuncias deberán tramitarse con la mayor celeridad y no podrá alegarse inercia 
del denunciante para justificar cualquier retraso en su trámite, por lo que será la 
Administración la que procurará su instrucción, así como su pronta conclusión. 
 

SECCIÓN SEGUNDA 
Admisibilidad 

 
Artículo 16.—Contenido de la denuncia. El detalle y la relación de los hechos 
denunciados deben ser claros, precisos y con el detalle necesario, de modo que 
permitan activar una investigación. En caso de imprecisión de los hechos, se otorgará 
al denunciante diez días hábiles para que complete la información que fundamenta la 
denuncia. Lo anterior bajo apercibimiento de que el incumplimiento de esta prevención 
facultará el archivo inmediato de la gestión, sin perjuicio de que sea presentada con 
mayores elementos posteriormente como una nueva denuncia. 
 
Artículo 17.—Rechazo de denuncias. Las autoridades competentes rechazarán en 
cualquier momento, incluso desde su presentación y mediante resolución motivada: 
a) Las denuncias que no sean de su competencia, en cuyo caso deberán canalizarlas 
a las instancias competentes de conformidad con la Ley de protección al ciudadano 



del exceso de requisitos y trámites administrativos (Ley Nº 8220 del 4 del marzo de 
2002). 
b) Las denuncias que sean manifiestamente improcedentes o infundadas. 
c) Las denuncias reiterativas que contengan aspectos que hayan sido atendidos, en 
cuyo caso se comunicará al interesado lo ya resuelto. 
d) Las denuncias que se refieran únicamente a intereses particulares del ciudadano, 
con relación a conductas u omisiones de la Administración que les resulten lesivas de 
alguna forma, y para cuya solución exista un procedimiento específico contemplado en 
el ordenamiento jurídico vigente. 
e) Las gestiones que bajo el formato de denuncia, sean presentadas con la única 
finalidad de ejercer la defensa personal sobre situaciones cuya discusión corresponda 
a otras sedes, ya sean administrativas o judiciales. 
 

SECCIÓN TERCERA 
Trámite de las denuncias 

 
Artículo 18.—Confidencialidad. Durante el proceso de investigación se guardará la 
confidencialidad sobre la identidad del denunciante, así como de toda aquella 
información y evidencia que pueda llegar a sustentar la apertura de un procedimiento 
administrativo o proceso judicial. La identidad del denunciante deberá protegerse aún 
después de concluida la investigación y el procedimiento administrativo si lo hubiera. 
Todo lo anterior en estricto apego a lo establecido en las Leyes Nos. 8422 y 8292 
sobre el particular. 
 
Artículo 19.—Principios ordenadores. Las denuncias atendidas por las autoridades 
competentes en los términos dispuestos por la Ley y este Reglamento, se instruirán 
bajo la ordenación de los principios de informalidad, oficiosidad, celeridad y eficacia. 
 
Artículo 20.—Objetivo de las investigaciones. Una vez declarada la admisibilidad de 
la denuncia, se abrirá la correspondiente investigación preliminar a efecto de 
determinar si existe suficiente mérito para abrir un procedimiento administrativo o 
realizar otras acciones. 
En el caso de que concluida la investigación preliminar, se considere que existe una 
base razonable para abrir un procedimiento administrativo que establezca las 
responsabilidades disciplinarias, el órgano encargado de la investigación en su informe 
final deberá acreditar debidamente los hechos que generaron conductas irregulares y 
relacionarlos con los presuntos responsables, emitiendo una relación de hechos 
tendente a originar la apertura de los procedimientos administrativos procedentes. 
Si se determinaren responsabilidades de tipo penal, el informe final deberá 
documentar la realidad de los presuntos hechos ilícitos para su posterior traslado al 
Ministerio Público. 
 
Artículo 21.—Técnicas de investigación. Durante la fase de investigación, las 
instituciones respectivas en el ejercicio de sus competencias y facultades, deberán 
efectuar la investigación correspondiente, utilizando para tales efectos los medios 
científicos, técnicos y empíricos necesarios según lo amerita cada caso. 
 
Artículo 22.—Colaboración interinstitucional. Cuando por la índole de las conductas 
o situaciones denunciadas, se haga necesario solicitar el criterio o el suministro de 
informaciones en poder de una determinada institución o empresa pública, estas están 
obligadas a suministrar a la brevedad posible dicha información, lo anterior con las 
limitaciones que el ordenamiento jurídico establece. 
 



Artículo 23.—Fase final de la denuncia. Una vez concluida la investigación 
preliminar, la autoridad respectiva deberá adoptar los actos correspondientes 
conforme el ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 24.—Comunicación de resultados. De los resultados de la investigación 
preliminar, se comunicará lo que corresponda al denunciante que haya señalado un 
lugar o medio para tal efecto, siempre y cuando ésta no comprenda la información, 
documentación u otras evidencias de las investigaciones, cuyos resultados puedan 
originar la apertura de un procedimiento administrativo o la interposición de un proceso 
judicial. 
 
Artículo 25.—Adición y aclaración. Contra los resultados de la investigación 
preliminar procederán únicamente la aclaración y adición, en un plazo de tres días. 
 
Artículo 26.—Denuncias presentadas ante la Contraloría General de la República. 
La Contraloría General de la República determinará los procedimientos para la 
atención, la admisibilidad y el trámite de las denuncias que se le presenten y que sean 
atinentes al ámbito de su competencia. 
 


